
 
 

 

2026 – Añ o de la Grañdeza Argeñtiña 

PROYECTO DE RESOLUCIÓN 

La Honorable Cámara de Diputados de la Nación 

RESUELVE 

Expresar su preocupacio ñ añte la posibilidad de que iñterpretacioñes restrictivas 

del artí culo 80, iñciso 11, del Co digo Peñal de la Nacio ñ, iñcorporado por la Ley 

26.791, puedañ desñaturalizar el alcañce de la violeñcia de ge ñero como elemeñto 

especí fico de la figura peñal, mediañte la exigeñcia de requisitos, coñdicioñes o 

circuñstañcias que ño fueroñ establecidos expresameñte por el legislador. 

Reafirmar, eñ tal señtido, la importañcia de preservar la fiñalidad y el alcañce de la 

reforma iñtroducida por la Ley 26.791, de coñformidad coñ su texto, sus 

añtecedeñtes parlameñtarios y eñ coñsoñañcia coñ las obligacioñes coñstitucioñales 

y coñveñcioñales asumidas por el Estado argeñtiño eñ materia de preveñcio ñ, 

sañcio ñ y erradicacio ñ de las violeñcias coñtra las mujeres. 

 

María Inés Zigarán 

Diputada Nacional 

  



 
 

FUNDAMENTOS 

Señ or Presideñte: 

El preseñte proyecto de resolucio ñ tieñe por objeto expresar la preocupacio ñ de esta 

Hoñorable Ca mara añte la posibilidad de que iñterpretacioñes restrictivas del 

artí culo 80, iñciso 11, del Co digo Peñal de la Nacio ñ puedañ alterar el alcañce que el 

Coñgreso atribuyo  a la figura iñcorporada mediañte la Ley 26.791, a trave s de la 

exigeñcia de requisitos, coñdicioñes o circuñstañcias que ño iñtegrañ el texto legal 

ñi eñcueñtrañ susteñto suficieñte eñ sus añtecedeñtes parlameñtarios. 

La preseñte iñiciativa ño procura iñterveñir eñ ñiñgu ñ proceso judicial coñcreto, 

valorar la prueba producida eñ uña causa determiñada ñi añticipar opiñio ñ acerca 

de la solucio ñ que correspoñda adoptar eñ casos sometidos a decisio ñ jurisdiccioñal. 

Su fiñalidad es estrictameñte iñstitucioñal: reafirmar el sentido y alcance de una 

reforma legislativa sancionada por el Congreso de la Nación, a partir de su texto, 

de su estructura ñormativa y de los añtecedeñtes parlameñtarios que coñdujeroñ a 

su aprobacio ñ. 

La Ley 26.791 iñcorporo  al artí culo 80 del Co digo Peñal, eñtre otras modificacioñes, 

su actual iñciso 11, que agrava el homicidio cometido: 

“A una mujer cuando el hecho sea perpetrado por un hombre y mediare violencia de 

género”. 

La redaccio ñ fiñalmeñte sañcioñada fue el resultado de uñ exteñso proceso 

parlameñtario eñ el que fueroñ coñsiderados ñumerosos proyectos relativos a la 

iñcorporacio ñ del femicidio al Co digo Peñal. 

La Ca mara de Diputados otorgo  media sañcio ñ el 18 de abril de 2012. El Señado trato  

el proyecto el 3 de octubre del mismo añ o e iñtrodujo modificacioñes. Fiñalmeñte, la 

Ca mara de Diputados, como Ca mara de origeñ, iñsistio  el 14 de ñoviembre de 2012 

eñ su sañcio ñ origiñal. 



 
 

La Ordeñ del Dí a 1306 resulta especialmeñte sigñificativa. Al añalizar las 

modificacioñes efectuadas por el Señado, las comisioñes iñterviñieñtes acoñsejaroñ 

iñsistir eñ el texto origiñario por coñsiderar que resultaba ma s claro, completo y 

abarcativo y que se ajustaba metodolo gicameñte a la estructura ñormativa del 

Co digo Peñal. 

Uño de los aspectos ma s relevañtes de la reforma coñsiste precisameñte eñ la 

difereñte estructura que el legislador otorgo  a las distiñtas agravañtes iñcorporadas 

o modificadas simulta ñeameñte: 

 El iñciso 1° coñtempla especí ficameñte el homicidio del asceñdieñte, 

desceñdieñte, co ñyuge, exco ñyuge o persoña coñ quieñ se mañtieñe o se ha 

mañteñido uña relacio ñ de pareja, mediare o ño coñviveñcia. 

 El iñciso 11, eñ cambio, coñtempla el homicidio de uña mujer perpetrado por 

uñ hombre cuañdo mediare violeñcia de ge ñero. 

 El iñciso 12 coñtempla el homicidio cometido coñ el propo sito de causar 

sufrimieñto a uña persoña coñ quieñ se mañtieñe o se ha mañteñido uña 

relacio ñ eñ los te rmiños del iñciso 1°. 

Esta difereñciacio ñ ño resulta merameñte formal. 

Durañte la sesio ñ de la Ca mara de Diputados del 18 de abril de 2012, el miembro 

iñformañte explico  que mediañte el iñciso 11 se trataba “pra cticameñte el femicidio” 

y describio  sus elemeñtos señ alañdo que se agravaba el homicidio cuañdo la ví ctima 

fuera uña mujer, el hecho fuera perpetrado por uñ hombre y mediare violeñcia de 

ge ñero. Iñmediatameñte despue s explico  separadameñte que el iñciso 12 

coñtemplaba el femicidio viñculado, coñecta ñdolo expresameñte coñ las relacioñes 

previstas eñ el iñciso 1. 

La estructura elegida demuestra uña decisio ñ legislativa particularmeñte relevañte: 

cuando el Congreso quiso atribuir relevancia típica a la existencia de una 

determinada relación interpersonal, esa circunstancia fue expresamente 

incorporada a la norma. 



 
 

No correspoñde, por ello, coñfuñdir categorí as que el propio legislador decidio  

difereñciar. 

La existeñcia de uña relacio ñ de pareja, familiar, coñviveñcial, afectiva o í ñtima 

puede coñstituir uñ elemeñto probatorio de coñsiderable importañcia para 

determiñar la existeñcia de violeñcia de ge ñero eñ uñ caso coñcreto. Pero ello ño 

permite trañsformarla eñ uñ requisito tí pico iñdispeñsable del iñciso 11 cuañdo el 

legislador ño lo establecio  de ese modo. 

Los añtecedeñtes parlameñtarios soñ particularmeñte esclarecedores eñ este puñto. 

Durañte el debate eñ la Ca mara de Diputados se explico  expresameñte que podí añ 

distiñguirse difereñtes modalidades de femicidio: el femicidio íntimo, cometido 

por uñ hombre coñ quieñ la ví ctima teñí a o habí a teñido uña relacio ñ í ñtima o 

familiar; el femicidio no íntimo o público, cometido por uñ hombre coñ quieñ la 

ví ctima ño mañteñí a esa clase de relacio ñ; y el femicidio por conexión o vinculado, 

cometido eñ el coñtexto de uña agresio ñ dirigida coñtra otra mujer, cuañdo aquella 

resulta ví ctima por eñcoñtrarse circuñstañcialmeñte eñ el lugar o iñterveñir eñ la 

situacio ñ. 

La importañcia de este añtecedeñte es mañifiesta. 

El Coñgreso ño descoñocí a, al momeñto de sañcioñar la reforma, la posibilidad de 

que uñ femicidio se produjera fuera de uña relacio ñ í ñtima, familiar o de pareja. Por 

el coñtrario, esa modalidad fue expresamente identificada durante el proceso 

legislativo. 

La cuestio ñ fue abordada todaví a coñ mayor precisio ñ durañte el tratamieñto del 

proyecto eñ el Señado de la Nacio ñ, el 3 de octubre de 2012. 

Al explicarse el alcañce de la expresio ñ “violeñcia de ge ñero”, se señ alo  que dicho 

coñcepto eñcoñtraba defiñicio ñ ñormativa eñ la Ley 26.485 y eñ la Coñveñcio ñ de 

Bele m do Para . Se afirmo , eñ coñsecueñcia, que el tipo resultaba claro y especí fico. 



 
 

Iñmediatameñte despue s se efectuo  uña aclaracio ñ particularmeñte relevañte: el 

femicidio cuya iñcorporacio ñ se debatí a compreñdí a al femicidio í ñtimo y al 

femicidio sexual, pero “no está limitado a esos dos tipos”, siño que se coñfigurarí a 

siempre que mediara violeñcia de ge ñero, fuera uñ femicidio í ñtimo, sexual “u otro 

tipo”. 

Este añtecedeñte resulta especialmeñte sigñificativo para recoñstruir el alcañce 

perseguido por la reforma. 

El elemeñto difereñciador escogido por el legislador ño fue la existeñcia de uña 

relacio ñ afectiva previa eñtre autor y ví ctima. 

Fue la violencia de género. 

Otra cuestio ñ que merece particular ateñcio ñ es la eveñtual ideñtificacio ñ de 

violeñcia de ge ñero coñ la ñecesidad de acreditar episodios añteriores de violeñcia. 

La propia estructura de la Ley 26.791 demuestra que el legislador distiñguio  ambas 

circuñstañcias. 

Simulta ñeameñte coñ la iñcorporacio ñ del iñciso 11, la reforma modifico  el u ltimo 

pa rrafo del artí culo 80 para impedir la aplicacio ñ de las circuñstañcias 

extraordiñarias de ateñuacio ñ, eñ los supuestos allí  coñtemplados, a quieñ 

“anteriormente hubiera realizado actos de violencia contra la mujer víctima”. 

La difereñcia termiñolo gica es sigñificativa. 

Cuañdo el legislador quiso atribuir coñsecueñcias jurí dicas especí ficas a la 

existeñcia de actos anteriores de violencia, lo establecio  expresameñte. 

No iñcorporo  esa exigeñcia eñ la formulacio ñ del iñciso 11. 

Por ello, resulta ñecesario distiñguir eñtre la exigeñcia legal de acreditar que eñ el 

homicidio medió violencia de género, elemeñto iñdispeñsable de la figura, y la 

exigeñcia adicioñal de demostrar ñecesariameñte episodios violeñtos añteriores 

eñtre autor y ví ctima. 



 
 

Los añtecedeñtes de violeñcia, cuañdo existañ, puedeñ coñstituir elemeñtos 

probatorios particularmeñte relevañtes. Tambie ñ puedeñ serlo las deñuñcias 

previas, ameñazas, medidas de proteccio ñ, coñductas de coñtrol, hostigamieñtos o 

agresioñes precedeñtes. 

Pero relevancia probatoria y requisito típico no son conceptos equivalentes. 

La historia legislativa proporcioña otro elemeñto de importañcia. 

Eñtre los ñumerosos proyectos coñsiderados durañte el proceso parlameñtario 

existieroñ propuestas que defiñí añ el femicidio mediañte la eñumeracio ñ de 

circuñstañcias coñcretas. 

Uña de ellas coñtemplaba expresameñte situacioñes como la preteñsio ñ iñfructuosa 

de establecer o restablecer uña relacio ñ coñ la ví ctima, determiñadas relacioñes 

iñterpersoñales y, particularmeñte, que el homicidio se produjera como resultado 

de uña “reiterada manifestación de violencia” coñtra aquella. 

Siñ embargo, esa te cñica legislativa ño fue la adoptada eñ el texto fiñalmeñte 

sañcioñado. 

No correspoñde iñferir de ello que cada uña de las circuñstañcias coñtempladas eñ 

aquellos proyectos haya sido expresameñte rechazada por el Coñgreso. Sí  resulta 

objetivameñte comprobable que el legislador tuvo ante sí propuestas que 

enumeraban circunstancias específicas y finalmente optó por una fórmula 

normativa diferente, estructurada alrededor del concepto de violencia de 

género. 

Tampoco sigñifica lo expuesto descoñocer la importañcia del coñcepto de relación 

desigual de poder. 

Los propios añtecedeñtes parlameñtarios remitieroñ a la Ley 26.485 para 

determiñar el coñteñido jurí dico de la violeñcia coñtra las mujeres y destacaroñ que 

aquella legislacio ñ se refiere a coñductas basadas eñ uña relacio ñ desigual de poder. 



 
 

Siñ embargo, ño debe coñfuñdirse uña relacio ñ desigual de poder fuñdada eñ 

razoñes de ge ñero coñ la ñecesidad de acreditar, eñ todos los casos, una relación 

interpersonal preexistente de dominación entre un determinado autor y una 

determinada víctima. 

La distiñcio ñ resulta particularmeñte relevañte porque los mismos añtecedeñtes 

parlameñtarios recoñocieroñ expresameñte la existeñcia del femicidio ño í ñtimo o 

pu blico. 

La violeñcia de ge ñero puede exteriorizarse eñ distiñtos coñtextos y mediañte 

difereñtes coñductas. La existeñcia de uña relacio ñ previa coñstituye uño de los 

coñtextos posibles, pero ño agota ñecesariameñte el feño meño coñtemplado por la 

ñorma. 

Debe señ alarse, asimismo, coñ absoluta claridad, que esta iñterpretacio ñ no implica 

considerar femicidio todo homicidio de una mujer cometido por un hombre. 

La propia ñorma exige que “mediare violencia de género”. 

Los añtecedeñtes parlameñtarios distiñguieroñ expresameñte el femicidio de 

aquellos homicidios eñ los cuales la ví ctima resulta ser uña mujer pero su ge ñero 

carece de relevañcia para el hecho. Eñ esa misma discusio ñ se difereñciaroñ los 

femicidios í ñtimos, ño í ñtimos y viñculados. 

La violeñcia de ge ñero debe ser acreditada eñ cada caso mediañte la prueba 

correspoñdieñte y coñ pleño respeto de las garañtí as coñstitucioñales y procesales. 

La preocupacio ñ que motiva el preseñte proyecto se situ a precisameñte eñtre dos 

extremos que debeñ evitarse: ni la aplicación automática de la agravante por la 

sola condición de hombre del autor y mujer de la víctima, ni su restricción 

mediante la incorporación de requisitos que el legislador no estableció. 

La amplitud recoñocida durañte el proceso legislativo tampoco permite reducir el 

feño meño exclusivameñte al a mbito dome stico. 



 
 

Durañte el debate eñ Diputados se sostuvo expresameñte que el femicidio coñstituye 

uñ coñcepto amplio que compreñde homicidios de mujeres producidos “tanto en el 

ámbito público como en el privado”. 

Asimismo, otra iñterveñcio ñ parlameñtaria recoñocio , juñto a los casos cometidos 

por parejas o exparejas, aquellos eñ los cuales el homicidio era cometido por 

hombres descoñocidos despue s de uña agresio ñ sexual. 

La relacio ñ de pareja coñstituye iñdudablemeñte uño de los a mbitos eñ los cuales la 

violeñcia de ge ñero puede alcañzar sus mañifestacioñes ma s graves y frecueñtes. 

Pero la frecuencia de una modalidad no puede transformarse en condición 

normativa para la existencia de todas las demás. 

A ello se agrega el marco coñstitucioñal y coñveñcioñal que acompañ o  expresameñte 

la sañcio ñ de la reforma. 

Durañte el debate parlameñtario se viñculo  la iñcorporacio ñ del femicidio coñ la Ley 

26.485, la Coñveñcio ñ sobre la Elimiñacio ñ de Todas las Formas de Discrimiñacio ñ 

coñtra la Mujer y la Coñveñcio ñ Iñteramericaña para Preveñir, Sañcioñar y Erradicar 

la Violeñcia coñtra la Mujer —Coñveñcio ñ de Bele m do Para —. 

Eñ particular, la Coñveñcio ñ de Bele m do Para  coñtempla la violeñcia coñtra las 

mujeres tañto eñ el a mbito familiar o dome stico como eñ la comuñidad y establece 

obligacioñes estatales dirigidas a preveñirla, iñvestigarla y sañcioñarla. La 

viñculacio ñ de la reforma peñal coñ ese marco ñormativo aparece reiteradameñte 

eñ los añtecedeñtes parlameñtarios. 

La iñterpretacio ñ de las ñormas peñales se eñcueñtra, al mismo tiempo, sometida a 

las particulares exigeñcias derivadas del priñcipio de legalidad. 

Durañte el propio tratamieñto parlameñtario de esta reforma se hizo refereñcia a los 

priñcipios de legalidad, máxima taxatividad y prohibición de interpretación 

analógica que rigeñ eñ materia peñal. 



 
 

Esas garañtí as impideñ ampliar por añalogí a uña figura peñal eñ perjuicio de uña 

persoña imputada. Pero el respeto por la legalidad exige tambie ñ preservar la 

coñfiguracio ñ ñormativa efectivameñte adoptada por el legislador, siñ sustituir sus 

elemeñtos por otros distiñtos. 

Correspoñde a los o rgaños jurisdiccioñales determiñar, eñ cada proceso coñcreto, si 

la prueba permite teñer por acreditada la existeñcia de violeñcia de ge ñero. 

El preseñte proyecto ño preteñde iñterferir coñ esa fuñcio ñ ñi orieñtar la decisio ñ 

de uña causa determiñada. 

Lo que esta Hoñorable Ca mara procura reafirmar es el alcance de la decisión 

legislativa adoptada por el Congreso de la Nación cuando sancionó la Ley 

26.791. 

Sus añtecedeñtes parlameñtarios resultañ especialmeñte elocueñtes. 

El Coñgreso distiñguio  las relacioñes de pareja de la violeñcia de ge ñero; recoñocio  

expresameñte la existeñcia del femicidio ño í ñtimo; sostuvo durañte el proceso de 

sañcio ñ que la figura ño se eñcoñtraba limitada al femicidio í ñtimo ñi al sexual; 

difereñcio  la violeñcia de ge ñero de la existeñcia de actos añteriores de violeñcia; y, 

luego de coñsiderar diversas alterñativas legislativas, adopto  como elemeñto 

especí fico del iñciso 11 la fo rmula “mediare violencia de género”. 

Preservar el alcañce de esa decisio ñ legislativa ño sigñifica ampliar el derecho peñal 

ñi descoñocer las garañtí as que lo rigeñ. Sigñifica respetar los elemeñtos de la figura 

tal como fueroñ establecidos por el Coñgreso de la Nacio ñ. 

La Ley 26.791 coñstituyo  uña decisio ñ legislativa dirigida a recoñocer peñalmeñte 

uña mañifestacio ñ especí fica y extrema de violeñcia coñtra las mujeres. Su 

aplicacio ñ debe permañecer deñtro de los lí mites establecidos por la ley, pero esos 

lí mites tampoco debeñ ser reducidos mediañte la iñcorporacio ñ de coñdicioñes que 

el legislador ño establecio . 



 
 

Por ello, preocupa la posibilidad de que circuñstañcias tales como la existeñcia de 

uña relacio ñ de pareja, coñviveñcia, ví ñculo afectivo previo, deñuñcias añteriores, 

habitualidad o reiteracio ñ de episodios violeñtos puedañ trañsformarse, ño ya eñ 

elemeñtos probatorios relevañtes, siño eñ condiciones necesarias para reconocer 

la existencia de violencia de género. 

Uña iñterpretacio ñ de esa ñaturaleza podrí a excluir del a mbito de la figura 

modalidades de femicidio que fueroñ expresameñte coñsideradas durañte el 

proceso parlameñtario que coñdujo a su sañcio ñ. 

Eñ defiñitiva, la ley exige que medie violencia de género. No exige una 

determinada clase de vínculo entre autor y víctima ni establece que esa 

violencia deba necesariamente manifestarse a través de una sucesión de 

episodios anteriores al hecho homicida. 

Esa distiñcio ñ eñcueñtra respaldo eñ el texto legal, eñ su estructura sistema tica y eñ 

los añtecedeñtes parlameñtarios de la Ley 26.791, y coñstituye el ñu cleo que esta 

Hoñorable Ca mara eñtieñde ñecesario reafirmar. 

Por las razoñes expuestas, solicito a mis pares que acompañ eñ el preseñte proyecto 

de resolucio ñ. 

 


